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"~~ en "!'s<>Iuto incon¡ruencia~. Hay simplemenle apre:.
ciación cliJtinta sobre las consecuenaas jurfdicas de unos mismos
hechos. "

A este respecto hay que rec:onIar la doctriDa del Tribuna100bre
la incon¡ruencia en relaciÓll con la tulela judicial efi:etiva que
_tiza el articulo 24.1 de la Constitución y IDÚ concretamenle
sobre la indefensión que en ocasiones puede derivar de oqueUa
infnH:ci6n de ese derecbo fundamental. Esta doclrina, en lo
esencial, la _e as! la ....tencia núm. 14/85, de 1 de lebrero:
«Cuando la desviación en que oonsiste la inoo_cia es de tal
naturaleza que Illpone una oompleta modificociÓll de los tmninos
al que se prod1\jo el dehale procaat, puede entrailar una vuInenl­
ción del principto de contmdicción y, por ende, del fundamental
derecho de defensa». En esle ....licIo se ha pronunciado el Tribunal
desde la ....tencia 20/82, de 5 de mafo, hasta la ya citada 14/85,
de 1 de liobn:ro. Naturalmenle que la indelionsión a que alude esta
doctriDa no se ha producido en el _le caso, en el que, como
bemos visto, no se da 1nooDgnlencia alguna, 1100 una cIiliomlle
aprociación f decisión sobre uno de 100 lemas amp!iamenle
debatidos lo Ia!¡o de todo el pmaodimienlO judicial

Tampoen .. puede aplicar al _le caso la doctrina que sobre
la inoonJlUOncia entre motivación y faDo cita la recunenle,
invocando la ....lencia 138/85, de 18 de octubre. La forma de
inooDgnlencia que se conlempla en ella y que viciaba radicalmenle
de nulidad la sentencia en que .. prodl\io, .. daba .J'Orque la
argumentación juridica de la ....lencia no suanlaba relación alguna
con el faDo. es este tipo de inoo_cia en el que preleIlde
ampararse la recurrente, al insistir en sus escritos en la contradic­
ción que se da entre la afirmación de la ....tencia de que la causa
del accidenle no fue la inseslión de bebidas alcohólicas por el
oondUCIor asegurado y contradiciendo esa a1innación, lo resuelto
en el faDo de exonerar de responsabilidad a la asesuradora por el
seguro voluntario «por el arado de alooholemia en que se hallaba
el condenado». Mas basta leer el considerando quinto de la
....lencia recurrida para oomprobar que no se da la contradicción
denunciada. En él .. analiza el conlenido de la cláusula oontraelual
en relación oon la legislación aplicable y por los razonamientos
juridicos atinenles al caso 9ue .. exponen se Uesa a la oonclusión
exoneratoria de responsabilidad civil por el seguro voluntario de la
Compañía "WintenhllIl>. Esta conclusión, cualquiera que ... el
oontepto que .u ar¡umentación merezca, cuestiÓll en la que no
puede entrar el Tnbunal, está fundada en derecho y no ha
producido indefensión a las partres. No se da, pues, inooDJlUODcia
alguna en la ....tencia que pueda servir de base al _le recurso
de amparo.

Segundo._Examinado el recurso desde una perspectÍva más
sonera! que la limitada a la inOODJlUOncia rechazad. en el funda­
mento anterior; es decir, desde el derecho a la tulela judicial
efectiva prantizado por el articulo 24.1 de la Constitución, cuya
vuloeTllCJÓD genéricamenle denuncia también la recurrente, ha de
lle¡arse a la misma conclusión <1eseslitnatoria de la dem.nda

Es doctrina muy reiterada por esle Tribunal que la tulela
judicial que _tiza dicho precepto es el derecho a ohlener una
senlencÍl fiuidada juridicamente, cualquiera que ... el resultado,

28075 PLENO. C01iflieto positivo tk competencia "rimero
5991198J. Sentencia mIm. 111/1986, tk JO tk sep-
tiembre. " .

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto JlOI: don
Francisoo Tomás ~ Valiente, Presidenle, y doila Glona Be¡ué
Cantón, don Luis· Dfez-Pi~ Y Ponce de León, don Antonio
Truyo! SerTa, don Fernando Garcia-Mon y GonzáIez..ResueraJ, don
Carlos de la Vesa Benayas, don Euaenio Dlaz Eimil, don Miguel
Rodri¡uez-Piñero y Bravo-Ferrer y efon Luis López Guerra, MaPa­
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la lisuienle

SENTENCIA
en el oonllicto positivo de competencia núm. 599/1983, 5Fomovido
por el Gobierno de la Nación, representado por el A o del
Estado, en relación con la Orden de 2 de marzo de 1 3, de la
Co 'ería de Sanidad. Trabl\io y Seguridad Social de la Generali­
dad~aIenciana.Ha sido parte el Gobierno Valenciano, represen­
tado por el Letrado don losé Vioenle Calabui¡ Hueso, y ponenle la
Muistrada dofia Gloria Be¡ué Cantón, quien expresa el parecer del
Tri6unal.

1. ANTECEDENTES

l. El día 12 de asosto de 1983 el Gobierno de la Nación,
representado por el Ahogedo del Estado, planlea anle esle Tribunal

filvorable o adveno, de la misma. Y que el recurso de amparo nc
consiste en una nueva instancia judicial, sino en la protección de
los derechos eonslituciona1es reoonocidos en los artículos 14 a 29
de la Constitución. Aá lo impone el articulo 117.3 de la Constitu·
ción, que atribuye a luz¡a4cs y Tribunales exclusivamenle la
potestad jurisdiocional, consialenle en el poder de j_ Y hacer
ejecutar lo juz¡ado, según las normas de compelencia y ¡m>cedi­
miento estableCidas por las leyes. Esle precepto constituCIOnal se
respeta, naluralmenle, en la regulación del recurso de amparo. 1.05
artIcuIos 41 Y44 de la Ley Orúnica del Tribunal Constitucional
100, enlre otros, buena prueba de lo que decimos. En el primero de
ellos, después de limitar en el número 1 dicho recurso a tos
derechos , libertades reconocidos en los artIculos 14 a 29 de la
Constitución, J de hacerlo 0lIÍD perjuicio de ID tulela general
enoomendada a los Tribunales de lusticia», se dispone expresa­
menle en e111úmenl 3 que «en el amparo con.tilucional DO pueden
Iw:ene valer otras pretensiones que las dirisidas a restablecer o
preservar los derechos o IiberWles por razón de las cua1es se
formuló e1_. ".

Yen el articulo 44.1, relativo a las violaciones de los derechos
y libertades IllSceptibles de amparo constitucional que tengan su
ori¡en en la resolución de un órpno judicial, se establece oomo uno
de los tequisitos neoesarios el que li4"flI en su alllll1lldo b): «que la
violaciÓll del derecho o libertad sea tmputable de modo inmediato
y directo a una acción u omisiÓll del órpno judicial con indepen­
dencia de los hechos que dieron lu~ al proceso en que aquéUos se
produjeron &cen:a de los que, en JUltIÚIlcaso. entrará a conocer el
Tnbuítal Constitucional».

Por aplicación al caso de estos preceptos de la WTC, hay que
desestimar la demanda porque la prelenSÍÓD actora sobre nulidad
de la ....lencia recurrida no seria para restablecer o preservar IDS
derechos constitucionales, sino para etliuiciar nuevamenle los
ilecboa que dieron 1_ al proceso en los cuales en ningún caso
puede entrar a conocer esle Tribunal y a eUo equivaldría anular la
senlencia por .u contenido juridioo que es, en definitiva, lo que se
prelende en esle recurso de amparo.

FALLo

En atención de todo lo expUesto, el Tribunal Constitucional
POR lA AUTORIDAD OUE LE CONFIERE lA CON5TITU­
C10N DE lA NAClON ESPAÑOLA,

Ha clecidido:

Desestimar el recurso de amparo inlerpuesto por el Procurador
de los Tribunales don Emilio Alvarez zancada, en representación
de dofia lsnacia Mayor Bordes, contra la sentencia de 16 de
noviembre de 1985, dictada por la Audiencia Provincial de
A1baoele.

hbllquese la senlencia en el «IIo1e1ín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a veintinueve de septiembre de mil novecien­
to. ochenta y ..is.-Gloria Besué Cantón.-Angel Latorre
Sesura.-Fernando Garcfa-Mon y González-R",ueral.-1esús
Leguina ViIla.-Lui. López Guerra.-F"umados y rubricados.

Constitucional conlliClo positivo de oompelencia m.nte al
Gobierno va1enciano, invocando _enle el arto 161.2 de la
Constitución. Jmpupa los arta. l.' y 2.' y disposiciones transitorias
prim=", sesunda de la Orden de 2 de marzo de 1983, de la
Conse· de Sanidad, Trabl\io Se¡uridad Social de la Generali­
dad a1enciana, por la que .. Ji: normas de desarroUo de la
Orden de 18 de asosto de 1975, del Minislerio de Gobernación, y
del Real Decreto 2825/1981, de 27 de noviembre, del MiniSlerio de
Trabajo, Sanidad y Sesuridad Social, sobre Registro Sanitario de
estabIeamientos menores, y solicita de esle TnbUnaI diCle en .u día
....tencia por la que declare que corresponde al E.tado la titulari­
dad de la oompelencia para determinar los establecimientos que no
están obliRados a inacriDción en el Reaistro Genera1 Sanitario de
Alimentos r para lijar el plazo en que ha de verificarse la ins­
aipción obIiptoria, anIJIand<> en """........,.;. los artí<:uIos l.· Y 2.'
~ las disposiciones transitorias primera y segunda de la Orden de
2 de marzo de 1983, de la Consejería de Sanidad. Trahajo y
Seaurfdad Social de la Generalidad Valenciana. Asimismo solicita
la IllSPODSÍÓll de la vi¡encia de las disposiciones impugnadas en
aplicación de lo dispuesto en los apartados 2 Y4 del art. ó4 de la
Ley Or¡ánica del Tribunal Constitucional (WTC).

2. El art. l.' de la mencionada Orden de 2 de marzo de 1983
establece que _ consideran ~blecimienlos menores por su
canicter de detalliatas, entre otros, los sisuientes: Hornos ar1esana­
les, ~erias artesanales y elaboración de helados rhorchatas». El
art. 2.' preceptúa que ca efectos de resistro samlario quedarán
sometidos a esta nueva normativa». En conexión con estos dos
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preceptos. la disposición transitoria primera dispone que "" todós
aquellos esJablecimientos afectados que en la actualidad se encuen­
tren registrados en el Registro Central Sanitario de Alimentos de las
Delepciones Territoriales de Salud se les comUllicará su nueva
situación en un plazo de tres meses, a contar desde la publicación
de la presente Orden». De otro lacio, la disposi<ión transitoria
segunda concede UD plazo de dieciocho meses, a contar desde la
puhlicación de la Orden, para la incorporación de todas las
mdustrias al Registro, transcurrido e! cual se considerarán cJandes.
tinas.

3. Apoya el Abopdo del Estado la impusnación de los citados
preceptos en las a1epciones si¡uientes:

Al El Real Decreto 282S11981. de 27 de noviembR, regu1a e!
Registro Genend Sanitario de Alimentos y lo considera como
«registro unificad",. (art. 2.°, 2) y de «<:arlicter nacional» (art. 1.0, 1).

Dicho art. l.uI esJablece, en su párrafO primero, ll,ue «en el
mismo se inscribirán las industrias, establecimientos e instalacio­
nes de ptoducció,:,! tnmsf'ormación o manipulación, almacena­
miento, depósito, distribu<ión, importación o envasado de alimen­
tos, productos y útiles alimentarios, sin cuyo requisito se reputarin
clandestinos». Asimismo dispone, en su párrafo segundo, que «las
Reglamentaciones técnico-sanitarias podrán determinar los
establecimientos menores que, por su entidad, no estánob~
a inscripción en el Registro General Sanitario de Alimentos, 51 bien
quedan sujetos a las autorizaciones y controles sanitarios corres-
pondiente.... .

En relación con e! Real Decreto 2825/1981, de 27 de noviembR
-recuerda el Abogado del Estado-, e! Tribunal Constitucional ha
declarado en su Sentencia núm. 32/1983, de 28 de abril, que la
determinación de los establecimientos que han de inscribirse en e!
Registro Sanitario responde a necesidades de coordina<ión y de
garantlas mínimas o básicas de la sanidad, por lo que, en
consecuencia, es de competencia estataL La mwna consideración
ha de otorgarse -añade- a la fijación de las excepciones a la regla
general de la inscripción obli¡atoria, pues resulta de todo punto
evidente que el señalamiento ·de los supuestos en los cuales es
precisa la mscripción y e! de aquellos excluidos de tal obligación
constituyen dos caras de la misma moneda. Por otra parte, si se
atribuyese a las Comunidades Autónomas la facultad de definir los
supuestos de exclusión de inscripción en el Registro, perderla todo
sentido la caracterización del mismo como instrumento unificado
de limbito nacional.

B) El Gobierno valenciano no discute que corresponda al
Estado la competencia para determinar los establecimientos que no
están obligados a inscripción. Su rechazo del requerimiento del
Gobierno se debe a que, en su opinión, la Orden impugnada se
ajusta a la legalidad estatal vigente en la materia. En efecto, el
Gobierno valenciano entiende ·que en ella quedan eXclUidos ·deí
Registro establecimientos que ya lo están con~o a la leplidad
estatal, por lo que la Orden no haoe sino refieJat la legiSlación
básica del Estado al respecto; excluye del Registro a establecimien­
tos deta1listaa y~ conforme a las reglamentaciones tl!cnico­
sanitarias estatales vigentes, ya quedaban excluidos del referido
Registro Sanitario.

Con eUo -manifiesta e! Abogado del Estado- e! Gobierno
valenciano ha incurrido en UD error de planteamiento. La Orden
del Ministerio de Goberna<ión de 18 de agosto de 1975 -que,
efectivamente, excluyó a los establecimientos deta1listaa de la
inscripción en el Registro Sanitario- se hal1a detolllda. ya que se
dictó en desarrollo del art. 1.3 del Decreto 797/1975, de 21 de
marzo, y dicho artlcu10 fue deroRado en forma expresa por la
disposiCIón final segunda del Reaf Decreto 2825/1981, de 27 de
noviembre.

Por otra parte, el Real Decreto 2825/1981 esJablece UD sistema
distinto al de la Orden de 18 de agosto de 1975 respecto a la
exclusión de la obligación de inscripción. YI en consecuencia, no
cabe atribuir valor jurídico alguno a la ciWlll Orden, dado que e!
Real Decreto es una norma posterior y de superior rango. En efecto,
a tenor de la Orden de 18 de agosto de 1975 quedaban directa o
automátlcamente excluidos los establecimientOl deta1listaa; en
cambio, conforme al Real Decreto 2825/1981 (art. 1.°.2), la
exclusión no resulta de manera automática de la norma, sino que
ha de efectuarse por las correspondientes repmentaciones tl!cnico­
sanitarias y habrá de referirse a esJablecimientos menores «por su
entidad». La exención de inscripción no depende ya, como en la
Orden de 1975, del tipo de actividad que se realice (venta al por
menor), sino de la importancia del esJablecimiento, esencia,
dimensiones, incidencia sanitaria del mismo, ele. La declaración de
establecimientos menores por su entidad POdd afectar a los que
0¡>eteD en la filse de ptoduoción o en cua1quier otra (transforma­
CIÓn, depósito, distribu<ión, ete.).

Subraya el Abopdo del Estado que el Gobierno de la Nación
admite que la Generalidad Valenciana pueda dictar reglamentacio­
nes tl!cnico-sanitariaa; 10 que se discute es la facultad para se6alar

las exclusiones a la inscripción obli¡atoria en el Registro Sanitario
que, en su opinión, corresponde al Estado por necesidades de
coordinación y de prantías mínimas o básicas de la sanidad.

C) La Orden impugnada no respeta la legalidad estara1 vigente
en materia de registro sanitario.

Respecto de los hornos artesanales, el Gobierno valenciano basa
su postura en e! hecho de que el art. 5.° de! Real Decreto 542/1976,
de 5 de marzo, concede libertad de instalación a las industrias
panaderas de carácter artesano. Pero tal libertad-ar¡¡uye e! Abo­
lado del Estado- es a efectos de la~ón industrial, no de la
sanitaria. Aun admitiendo, a efectos dialécticos, que tal argumento
no fuese suficiente, resulta ademú que el Real Decreto 542/1976
contempla industnas en las que e! producto sea elaborado por e!
propin titular del esJablecimiento y fiuniliares que con 61 convivan,
mientras que se&úD la Orden impo¡nada se excluye a las industrias
en las que el producto sea elaborado en~en liImiliar o con tres
trabajadores por cuenta ajena como máximo, con lo que, en este
último casn, se estarIa excluyendo del Re¡jstro UD supuesto no
contemplado por la legislación estatal.

Respecto de las panaderías artesanales, la interpretación ll,ue el
Gobierno valenciano haoe de la Reglamentación lI!cnico-samtaria
aplicable, aprobada por Real Decreto 2419/1978, de 19 de mayo,
se basa en el error ya examinado~ consistente en entender que los
establecimientos detallistas quedan sin más excluidos de inscrip-
ción en el Registro.. .

Por otra parte, se ha desconocido, en todo caso, que el Real
Decreto 79711975, al que remite la mencionada Reglamentación,
ha sido derogado, por lo que al Registro Sanitario se refiere, por e!
Real Decreto 2825/1981, de 27 de noviembre, que establece UD
sistema de excepciones a la inscripción totalmente distinto del
diseñado por la normativa anterior.

En cuanto a la elaboración de helados y hon:hatas, no se ha
tenido en cuenta, como el propio Gobierno valenciano reconoce, la
Reglamentación tl!cnico-sanitaria vigente, aprobada por el Real
Decreto 670/1983, de 2 de mano, esto es, en la misma fecha que
la Orden impu¡nada. A pesar de eUo, e! Gobierno valenciano
sostiene en la contestación al requerimiento que el art. 20.3 de la
Reglamenta<i6n excluye de! Registro Sanitario a los heladeros
artesanos. Interpretación inexacta ....ila\a el Abogado del Estado-,
pues, de los dos tipos de heladeros artesanos que contem,,1a. la
Reglamentación sólo excluye a quienes se dedican a la obtenCIón de
helildos como complemeuto de otra actividad (pastelería, hostaleria
o similar), sin 'l,ue la exclusión se extienda, como pretende el
Gobierno valenCIano, a quienes se dedican a la obtención de
helados como única actividad.

D) Ha de impu¡narse, finalmente, la disposición transitoria
segunda de la 0rde1I en cuestión -seila1a la representación del
Gobierno de la Nación- por corresponder al Estado la competencia
para detef!D'!Jar el plazo de in~1!ción en ~I ~egislf() Sanitario, .a
cuyo vencurnento se reputan CIaDae5tmas laS mdustnas -n<r1fiSCñ­
las, pues a él corresponde, de conformidad con el arto 149.1.16 de
la Constitución, la competencia de coordinación general de la
sanidad. Por otra parte, el plazo debe ser idéntico en todo el
territorio nacional como condición básica para garantizar la iaua\­
dad de todos los españoles en el cumplimiento de un áeber
constitucional relacionado con la salud, cuya regulación corres­
ponde al Estado conforme al mencionado art. 149.1.1 de la norma
fundamental.

El art. 1.4 del Real Decreto 2825/1981 concede UD plazo
máximo de tres m.... para la inscripción, salvo que expresamente
se requieran inspecciones, estudios o análisis que exijan una mayor
duIaCión; en cambio, la Orden impugnada pretende otorpr un
plazo de dieciocho m..... Todo ello, de ser admitido, llevarla a la
consecuencia de repotar clandestinas en unas Comunidades Autó­
nomas industrias que no lo serian en otras, con lo que sna titulares
se encontrarlan en una clara situación de desigualdad.

4. La Sección de Vacaciones de este Tribunal, por providencia
de 12 de agosto de 1983, acuerda tener por planteado el contlicto
positivo de competencia, que se dé traslado al Consell de la
Generalidad Valenciana para a1epciones y que se comunique al
Presidente de la Audiencia Temtorial de Valencia para conoci­
miento de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la misma.
Habiéndose invocado el art. 161.2 de la Constitución, acuerda
asimismo comunicar al Presidente del Consell de la Generalidad
Valenciana la suSl?"nsión de la viiencia y aplicación de los
artlcuJos y disposiCIOnes impu¡nados, de acuerdo con lo estable­
cido en el art. 64.2 de la LOTC. Finalmente dispone la
publicación de la formalización del conflicto y de la suspensión
acordada en el «IIoletln 0ficia1 del Estado,. Yen e! «Diario 0ficia1
de la Geueralidad VaIencianaJt.

5. El 22 de septiembR de 1983 comparece en e! contlicto el
Consell O GobiemO de la Generalidad Valenciana, representado
por don JosIJ Vicente Calabui¡ Hueso, el cual formula ale¡aCiones,
pretendiendo que este TribUnal declare que corresponde a la
Generalidad Valenciana la titularidad de la competencia para
determinar los esJablecimientos que, por su carácter menor, han de



8 Miércoles 22 octubre 1986 BOE núm. 253. Suplemento

'l.uedar exceptuados de insaipción en el Re¡istro 0encraJ Sanitario,
Slempre que no se ÍIlñÚ\Ían las normas básicas o de coordinación
dietadas por el Estado. Asimismo solicita declare que la competen.
cia para determinar el plazo de insaipcióo sólo oonespollde al
Estado cuando dicho plazo se refiere a la tramitación en el propio
Registro aeneraJ, comspondieodo a la Comunidad Autónoma
Valenciana la competenCIa de~ los plazos que han de • en
su tenitorio para solicitar y tramitar las autorizaciones que ba de
otorgar en el ejercicio de sus ñmciones de ejecución en materia de
sanidad interior. Y finalmente, como consecuencia de 10 anterior,
interesa de este TribuoaJ la dec1anIción de Que la Orden impusnada
es válida en su totalidad por baber sido dictada dentro 4el ámbito
de sus competencias.. .

6. Como fundamento de 'lIS pretensiones, la ICjA...ntación
del Consell utiliza los si¡uientes ar¡umentos:

A) En su contestación al requerimiento de incompetencia que
le fue formulado, el Gobierno valenciano mantuvo su pretenSIón
por estimar Que, al determinar que ciertos establecimienlOS debían
considerane menores a efectos de Recistro Sanitario, no hacia otra
cosa 9ue desarrollar la le¡islación del Estado o, mejor dicho,
cumplir estrictamente la misma, sin prej_sobre SllS competen·
cias en la materia. Ahora bien, como Gobierno de la Nación
pretende Que el TribuoaJ Constitucional efectúe una dec1anIción
sobre la titularidad estatal de la competenciaJllU'I determinar los
establecimientos DO sujetos a inscripción en el R.e¡istro Sanitario de
Alimentos, estima Que debe salir al paso de SllS ar¡umentaciones
exponiendo, por su parte, las Que avalan la tesis de Que dicha
competencia corresponde a la Generalidad valenciana.

Para ello conviene, a su juicio. fijar previamente el deslinde de
competencias entre el Estado y la Comunidad Autónoma Valen·
ciana en materia de sanidad interior y, en especial, en lo Que se
refiere al registro sanitario de cienos establecimienlOS del ramo de
la alimentación. Al respec10 precisa lo si¡uieDte:,

al Al Estado corresponden, de acuerdo con lo dispuesto en
el ano 149.1.16 de la Constitución, las bases y la coordinación
general de la sanidad interior. y, según lo dispuesto en el arto
38.4 del Estatuto de Autonomla de la Comunidad Valenciana, la
alta inspección conducente al cumplimiento de las funciones y
competencias de la generalidad en esta materia.

b) Los concepto~de bases, coonliDación y alta inspección han
sido definidos en el ñmdamento juridico qun40 de la Sentencia
32/1983, de 28 de ab(il, del TribuoaJ Consutucional.

c) La aplicación de dichos preceptos, tal como han sido
interpretados por la jurisprudencia constituciona1, debe llevar, por
una parte, a la conclusión de que el Estado puede lijar con carácter
básico, y con la amplitud que estime conveniente,1os requisilOS y
condicionamientos ~cos, o de otro orden, necesarios para que
cienos establecimientos puedan ser inscritos en su Recistro Gene­
ral Sanitario y, en consecuencia, puede tamb~ determinar las
bases para Que otros concretos puedan ser exceptuados de lnsaip­
ción; y, por otra, a Que las bases babnln de fijarse a través de una
ley y, en caso de no existir ésta, podrán deducirse del conjunto de
normas preconstitucionales, siendo también ~ble Que en aI¡ún
caso la determinación concreta de los establecimienlOS exceptuados
se lleve a cabo reglamentariamente.

d) En el ejercicio de sus competencias de desarrollo, la
Comunidad Autónoma Valenciana puede, de acuerdo con las
normas básicas del Estado dietar reglamentaciones ~co-saDita.
rias y determinar a través Cie eUas los establecimientos excluidos del
R..,stro Sanitario, siempre que para ello no se aparte de las normas
básIcas del Estado.

e) En el momento actual la única norma posconstitucional
aplicable al Registro 0encraJ Sanitario es el Real Decreto
282S/1981, de 27 de noviembre, cuyo ano 1.°1 dispone Que las
reglamentaciones ~co-sanitarias podrán determinar los estable­
cimientos menores que, por su entidad, DO están obli¡ados a
insaipción en el Reg¡stro 0encraJ Sanitario de Alimentos, si bien
Quedan sujetos a las autorizaciones y controles sanitarios corres­
pondientes.

l) Compete al Estado la fijación de los principios o normas
básicas relauvos a la determinación de Qué establecimientos deben
inscribirse en el Registro General y cujJes pueden ser exceptuados,
mientras que la determinación concreta de los mismos puede ser
competencia de la Comunidad Autónoma cuando ésta ejercite la
Que le corresponde de dietar reglamentaciones técDico-sanitarias,
siempre Que no infrinja las normas básicas del Estado o no vaya en
contra de determinaClones concretas realizadaS por B en el ejercicio
de sus ñmciones de coordinación.

J) En cuanto al concep1O de establecimienlOS menores su
enudad, debe acudirse para su interpretación a los principins
establecidos en esta materia antes de la Constitución, pues, de otro
modo, si se estimare que no existen normas básicas, la Comunidad
Valenciana se verla obligada a perttlJltlCCCr Inactiva en este campo
basta que se produjeran dichas normas. Ello llevaría a la absurda

oonsecuencia de que absolutamente todos los establecimientos
relacionados con el ramo de la alimentación deberían someterse al
trámite del Re¡istro General Sanitario mientras no exista una
norma básica estatal que defina el concepto de establecimiento
menor a los efectos de Quedar exceptuados de dicho Resistro.

B) Es muy dudoso Que la Orden del Ministerio de Goberna·
ción de 18 de agosto de 1975 baya quedado derogada, oomo
pretende el Abogildo del Estado. Dicha Orden desarrollaba un
precepto del Dccieto 797/197S Que estab1ecla un Registro General
Sanitario, por lo que no existe inconveniente a1¡uno en admitir que
si¡a viJente en ilesarrollo del Real Decreto 282S/198ISa~':" se
refiere i¡ualmente a la existencia de un Recistro General .tarin
de carácter nacional. Por otro lado, si se hubiera Querido derogar
la referida Orden se babria dec1arado así expresamente; de aqui
Que, en la medida en Que el concepto de detallista no se opone al
concepto de establecimiento menor por su entidad, no baya
inconveniente en considerar pl....amente vi¡ente la Orden ministe·
rial de 1975.

Se ba admitido también por el Abopdo del Estado -añade la
representación del Consell que, de conformidad con el an. 1."2 del
Real Decreto 282S/1981, la determinación de los establecimienlOS
exceptuados ba de hacerse por las correspondientes reglamentacio­
nes ~co-sanitarias y que éstas pueden dictarse por la Generali­
dad. De ello bay que deducir que dentro de tales competencias se
incluyen las relativas a la determinación concreta de cujJes sean los
establecimientos menores, sin petjuicio de Que corresponda al
Estado dietar las normas básicas que estime convenientes para
definir el concep1O de establecimiento menor.

Cl En cuanto a las normas aplicables a cada uno de los
establecimientos definidos como menores, entiende lo si¡uieDte:

al Por lo que se refiere a los hornos artesanales, el an. 4 del
Real Decreto 542/1976, de S de mano, establece la libre instalación
de los miSlnos cuando reúnan las condiciones Que en él se
especifican y que son idénticas a las recosidas en el anexo 1 de la
Orden 1m ugnada.

En di~ re¡¡ulación DO se exi¡e nin¡una tramitación sanitaria,
porque no bay oblipción de Recistro Sanitario. El Real Decreto no
puede referirse exclusivamente al aspecto industrial, como pretende
el Aboiado del Estado, ya Que fue aprobado a propuesta, entre
otros Ministros, del de GobenuIción, Que ostentaba las competen·
cias en materia de sanidad.

Por otra parte, si bien DO se hace referencia al Re¡istro General
Sanitario de Alimentos, si, en cambio, se hace al Códi¡o Alimenta­
rio EspaAol y reglamentaciones Que lo desarrollan [arts. 4 Y S.a) ),
de donde se deduce Que se han tenido en cuenta las normas
necesarias y Que si no se establece expresamente la exclusión del
registro es debido a Que, en virtud de su carácter de detaJlistas, tales
indllStriaJes venían excluidos~ la Orden de 18 de agosto de 1975.

Las diferencias en la definición de hornos artesanales contenida
en la Orden impusnada lapartado I.c) del anexo 1) en relación con
el Real Decreto S42/19n [an. S.c)) DO son esenciales, pues lo Que
origina la excepción del recistro sanitario es el concep1O artesanal
del establecimiento, Que no Queda desvirtuado por la circunstancia
de que tra~en tres empleados por cuenta lIiena. siempre Que se
mantetlptl los demú requisilOS exi¡idos.

b) Respecto de las pastelerlas artesanales, es irrelevante Que
pueda aplicarse a ellas la Orden de 18 de agosto de 1975, o lo
dispuesto en el~o 2.° del an. 1.1 del Real Decreto 282S11981,
de 21 de nOVlembre, pues en el primer caso las pastelerlas
artesanales definidas en el anexo U de la Orden Quedarian excluidas
por su carácter de detallistas, y en el segundo ocurriria lo mismo
por la remisión que el mencioóado an. del Real decreto hace a las
",¡lamentaciones ~co-sanitarias(y que sin duda pueden ser las
ya vi¡entes o las Que se publiquen con posterioridad), dado Que de
los ans. 2, 10 y 12.2.b) de la re¡la¡nentación ~co-sanitaria
aplicable, Que es la aprobada por el Real Decreto 3419/1978, se
desprende claramente que lo que determina la exclllSión del
reg¡stro es la circunstancia de que la producción se destine a la
venta en los propios establ:cimieDlOS del eJaborador anejos a su
taller de ciaboraciÓD.

c) Por lo que respecta a la ciaboración de belados y horchatas,
resulta forzada la interpretación Que el Abopdo del Estado hace de
lo dispuesto en el an. 20.3 del Real Dccieto 670/1983, de 2 de
marzo, por el Que se aprueba la correspondiente reglamentación
técDico-sanitaria. Aparte de que la literalidad del precepto no
admite más interprelación que la <le que Quedan excluidas del
Registro Sanitario las indllStnas definidas como artesanas en el an.
1.22, siempre que su producción esté destinada a ser veodida en
sus propios establecinuentos, DO se comprende -añade la represen­
tación del ConseU- la diferencia de trato que pueda derivarse de
Que los heladeros anesanos desarrollen únicamente esta actividad,
o lo bagan como complemento de otras, pues, por el contrario,
parece más lógico atribuir el concepto de artesanos a las personas
Que se dedican exclusivamente a fabricar belados, y no a las
empresas hoteleras que accesoriamente se dedican a tal actividad.
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D) En relación con la disllosición transitoria seaunda de la
Orden impugnada, el art. 1.4 dellWl Decreto 282S/19~1,~ ~~ de
noviembre. parece n:ferine a un plazo que oblip a la AOminisua­
ción a tramitar. dentro del periodo de !reS meses, el~te de
inscripción, y no a~ 'lue obli¡ue a loa particu1ares. La
Orden controvertida un supuesto distinto del previsto en el
1WI Decreto 2825/19 l. ~ que el ¡>lazo de dieciocho meses, a
contar desde su pubIi<:aaón, se refiere a establecimientos ya
instalados a loa que se concede un plazo extraordinario y transi.~
rio re¡uIarizar su situación.C. a~ el plazo lijado en la diapoalclón transitoria
secunda fuera id6ntico al prevISto en la norma es1llta1, resulta muy
discutible que la detenninación de un plazo para la inscripción en
el Rq¡istro constituya una aorma bUka. Nada se opone -en
~ón de la representación del Consell- a que loa plazoa sean
diferentes en las distinlU Comnnidadea Autónomas, y sólo si se
admite que el plazo ~sto en el art. 1.4 del mencionado Decreto
se refiere a la oolipción de inscripción en el reeistro GeneIlI1 puede
admitirse que la fijación del mismo es de la competencia exclusiva
del Eslado. _ _

7. El 21 de diciembre de 1983. la Sección Primera de este
Tribunal acuerda oIr a las partea sobre el mantenimiento o
levantamiento de la medida de suspensión acordada en su ella. El
Abogado del Estado. en escrito de 31 de diciembre de 1983. solicita
el mantenimiento de la suspensión por estimar Q.ue el levanta­
miento de la misma afectarla ....vemente a la seguridad jurídica y
que podria atentar al principi.O de iplaldad, dados loa diferentes
plazoa que se es1llblecen en la Orden Impugnada. La representación
del ConseU valenciano se opone, por escrito de 13 de enero de
1984. al mantenimiento de la "'!"f'Ousión por entender que el
levantamiento de la mioma no ori¡inaria peljuicioa. -

Por Auto de 16 de "bren> de 1984. el P1eno del Tribunal
acuerda el levantamiento de la _sión de loa preceploa impug­
nados, dado que no se advierte que de él puedan deriVllISC>
peljuicioa de impooible o dilkiI reparación, Po- que. en todo caso,
loa establecimientoa aJectadoa quedaD somelidoa a las autorizacio­
nes y controles adminiIIIativoo que aseauran la existencia de las
necesarias condiciones de idoneidad para SU funcionamiento.

8. Por providencia de 18 de oeptiembre de 1986, el P1eno
seña1a el dia 2S del mismo mes para la deliberación y votación de
la presente SenleDl:ia. _ _ -

IL FUNDAMENTOS JURlDICOS

1. La Orden de 2 de marzo de 1983 de la ConseUeria
Valenciana de Sanidad, Trabojo Seauridad Social, que a
didada en deaam>lIo de la Orden Jei Miniaterio de~
18 de a¡osto de 1975 Y del RcaI Decreto.:;~ de 27 de
noviembre. dispone que, <lJtre otroa, serán' estableci·
mientos menorea, por .. cadcter de deta1listaa, loa bomoo artesa­
nales Y las puteIcriaa ar"ana.... as! como 101 dedialdoa a la
elaboración de heIadoI Y lIordlataa (art. 1."), todos loa cuales
Q.uecIat6n somelidoa a _ nueva normativa a efectoa de inscrip­
ción en el Reaiatro Sanitario (art. 2."); a continuación recula- las
lIOI'IIIlIS n:Ialivaa a la aut<ll'izocióIl sanitaria de didIoI eIIabJeci·
mientos (1II1L 3. 4 S), fijando las auaeteriaticaa lécniaIa loa
reQuisitos para d ft.Z;,..mimto de los mismos en 101 treI .lexo.
Ct~pwian a la jndicad. Ordca Esta contiene ,simíwno dos

- . . nes tranIitoriu, en Iaa que se determinan loa pIazoa para
comunicar su nueva tituaáón a loa es1llNecimintos aJectadoa que
se hallen inscritoa en el ReIiatro CcnlraI Sanitario de Alimentoa de
Iaa DeIepcionea Tmitoriálea de la Salud, la~
al JloIistro de todaa las indurcrias, que~ de .......,....
dandeotinaa una veo: tra-wo el plazo estab1o<:ido de dieciocho--El Gobierno de la Nacióa RqUiri6 de incompetencia al CoaoeII
de la Genenlidad Valenciana por cuanto la 0rdeD en cuestión
..... la ealificacióa de meooreo a loa eltaNecimientos que en ella
se iIefiDen, lXlD el fin de eaduirloa de inscripciáo en el Rqpslro
GeaIra1 Sanitario. Y, ea ...no lbnn,liundo el ...nIIicto, el
~ del EIIado """"da la~.ciÓIIn:llriáIdoIa a Ioa-.
:e;~~ diapoeicjooe 1DII8itoriaa priDaa J ......... de la

CoeWJera la lep .'" del Oobíano de la Nación que laIea
norma vamaa el 0Idea petencial al 110 ~_ a la
Jeaio/ación del EItado, .-cIo as! que ","l......-ale a áIe la
",""pele I cía J*il determiJIar loa -'*cimiea'08 excluidos del
a.iIlroo-atSaDitario. Sus ....cionea se centran en el aúlisia
deCIicba 1eti"aciM, dado que el Gobieno VlIIenciano no cueItioDó
la ,",",p:tr cía l8lala1 ea su ...no de lXlD-..:iÓII al requeri·
miato. buMdo la DO u:cplroción del nn.no..1a consideración de
que la 0rdeD impucnada ae ~uota, a au juicio, a la Ieulidad eotataI
viplllo .. -w de reeistro anitario, m ClIIIi1to detennina que
c¡uedan excluidos de este~to c:iertoa ..aNecimHmtoa que ya
10 _ lXlD &milo a la !oci"acidn del Eatado. .

Posteriormente. sin embargo. ya promovido el ...nllicto, el
Gobierno valenciano plantea, en su escrito de alegaciones, el
alcance de dicha ...mpetencia, y ambas partea precisan sus respecti­
vas solicitudes en tomo a la cuestión ...nlrOVertida: el Abogado del
Eslado solicita de este Tribunal la declaiación de la titularidad en
lilvor del Estado de la ...mpetencia para determinar loa estableci­
mientos no sujetos a inscripción en el Registro General Sanitario
de Alimen~ uf como para la fijación iIeI plazo en que ha de
electuai1e la mscripción obli¡atoria; el Gobierno valet1C1JlDO inte­
resa la declazación de la titUlaridad autonómica en cuanto a la
rompetencia para la determinación de los es1llblecimientos que ~r
su caricter de menores han de quedarex~de inscriPCIón
en dicho Registro, siempre que no se inftin¡an las normas básicas
o de lXlOldinación dictadas por el Estado.

2. La primera cuestión, pues, a con.siderar es el deslinde de
competellClaa entre el Estado Y la Comunidad Valenciana en
materia de sanidad interlortaJ¡.",....:;n:tamente. en relación ...n elro sanitario de loa es _. ntos del ramo de la alimenta-

A este n:speclo es preciso m:ordar que, de conformidad "''1 lo
dispuesto en el art. 149.1.16 de la Constitución y el 38 del EAC.V.
corresponde al Estado la fijación de las bases Y la lXlOldinación
senerat de la sanidad intenor. y a la Comunidad Valenciana el
ilesatroIlo lelislativo y la ejecución de la lesis1ación básica del
Eslado. siendo también de competencia es1lltal la alta inspección
...ndu<:ente al cumplimiento de las funciones y competencias de la
Generalidad en esta materia. . -

Por lo que se reñeto a las rompetencias derivadas de dichoa
pn:cepIoI en n:Iación ...n el Re¡isIro GeneIlI1 Sanitario de Alimen­
toa, este Tribunal ha tenido ya ocasión de pronunciarse en su
Sentencia 32/1983. de 28 de abril, al n:IOIver el ...nllicto de
competencia planteado por el Gobierno vasco ...ntra el 1WI
Decreto 2~81. de 27 de noviembre. En dicha ocasión, el
Tribunal que «la existencia de un re¡istro público de
induatrias, establecimientos y productos alimentarios, uf como de
determinad.... elemtntos utihzedOl en la elaboración de los produc­
toa, enlia. como competencia es1llta1, dentro de las de lijación de
bases Y<OO1dinacióa, ...n apoyo en el art. 149.1.16 de la Constitu­
ción yenc:onWón con loa lII1L 43, SI, p9 Y149.1.1 de la misma».
añadiendo, en relación lXlD el art. 1.° CIe1 mencionado Decreto, que
cIas . •. en el Re¡isIro responden a las necesidades de
~~~tías mínima. (o básicas) de la sanidad»,
doctrina que ha sido reiterada en la Sente~~I~}.?I198S,de 16 de
julio, dictlida en el recurso de insconstitucio . promovido por
el Presidente del Gobierno de la Nación lXlDtra la Ley IS/1983. de
14 de julio, del Parlamento de Cataluña, sobre hi¡iene y control
alimentario. La ...mpetencia _tal aparece fundamentada en un
doble tiP." de IUODea: como una ...i....cia clerivada de la necesaria
protecaÓD del dmecbo a la salud de todos loa ciudadanos,
n:<Onocido constitucioaaImte y cuya protección deben_tizar
loa podereI púbIicoa en condiciones de í&UaIdad, Y ...mo una
consecuencia de la consideDIción del RtIisIro romo un ins1rutna>to
que permite la difusión de laI datoa ... l!I CO"!"'idoa y su utilizaciÓD

<OII1IlItlbació todas las adminioIracioDe púbIicaa.
Y Corresponde,~ al Estado la rell'laciÓD ...ntenida en el art.
1.1 dellWl Decreto 2825/1981. de 27 de noviembre, sobre re¡istro
sanitario, en cuanto presuibe la inscripción ob1iptoria en el
Re¡isIro GeneIlI1 Sanitario de Alimentos paill las industrias,
_blecimientos e instalaciones de producción, transformación o
manipu.laciór4 .Imyenam~ esepóItto, distribuaólls lDlporta­
ción o envaaado de alimentoa, prodllCtoa y útiles alimentanoa.

3. Eata competencia esIataI para determinar 101 es1llNecimien·
tos sujetos a inscripción lleva COIIJÍIO la de fijar las excepciones a
didIa obli8ación, y as! lo n:<Onocen tanto el Abopdo del Estado
como el Gobie:mO yaJenciano. .

Ahora bieII, tales exoepci...... ¡RVistaa ea el~ seRUlldo
del mencionado an. no te delimitadaL Úl que
en a se establece ea que cIas ~taciones técnia>-t8nitarJas
podrú determinar loa establecimientoa _ ~ por_su
entidad, no eaIán oblipdos a inscripción ea el Rqpslro~ si
bien q.adaa sujetos a Iaa~ Y COIitroI<a anitanoa
COilelP wdjm~ .

Eata red.crjón del pn:ceplO ha dado \uaW a distinlU interprela­
e:toaa por llIi1lo del Abopdo del Eatado Y del Golliearo valen­
ciaDo, que derivan del distinto ak:aDoe otorpdo a la 0llIIlpeleIlCia
eotataImla~ en~ -

Para el _tante del Oobieno de la Naci6a. ","m¡¡onde al
EIIado determinar loa eoIabIecimientos que, por su entidad, deben
_ calificadoo de llIIIIote& , dado el caricter búil:o de _
dderminaciÓD, en la bip6telís de que las ~0DeI _tales
omitienlllla Ulllt>lpOlldicnte cali6cación, ha de entendene que
la obIipclón de inscri -ón Il'llvita sin excepciÓD aJtuna sobre la
totalidad de loa es1llb~tos afec:tadoL De ac:uenIo con eate
Dlanlellmiento.laordenim~ invade Iaa competencias es1llta­
les en cuanto asi¡na la calificación de menores a ciertos es1llNeci-
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mientos, exeluyéndolos asI de la obli¡ación de inscripción en el
Registro Geneml.

l!I Gobieno valenciano entiende que la Comunidad puede
establcccr. a travñ de sus propias reglamentaciones tknico­
sanitarias. qué eS1ablecimientos tienen el <:aIáctcr de _ por
su entidad s los cfcctos de quedar ~.l1J!ldode la inscripción en
el Registro Gencral, siempre que no inliÚ\Ía las normas básicas del
Estado ni vaya en contra de determinaciones concretas realizadas
por Estc en el ejercicio de sus funciones do coordinación, pues es

.de competencia autonómica el dcssrrono 1eIislativo y la ejccnción
do la legislación búica en materia do sanidad interior.

4. El conlIiclO .. oentra, pues, en la titularidad de la éom¡»
tencia pan¡ nevar s cabo la determinación de las cxecpciones a la
inscripción oblisatoria en e11lc1istro General Sanitario do Alimen­
tos que con~ ¡encral establ,ecc el Real peereto 2825(1981.
de 27 do nOV1CDlbre. en tu an. l. , pánafo pnmcro. .

El tmnino «establecimientos menores por tu entidad» consti­
tuyo un concepto jurldico indeterminado que. RSpoc\O a las
distintas actividades relacionadas con el scetor de la alimentación.
es susceptible de interpretaciones diversas. Por eno dcbc entendcrsc
que la definición de dicho conocpto con <:aIáctcr JOOcraI, o tu
concreción en las respectivas rc¡Ia,mentaciones tkniro-oaJútari
corRSponde tamb~ al Estado, a fin de cvilar la introduoción de
filclORS de desi¡uaIdad en la protooción do la salud do los
consumid"",s y P!""\izar la~6:.daddel Registro como
instrumento de información y .. .

Con posterioridad a la entrada en visor del Real Decmn
2825/1981, de 27 de noviembre, que tquIa el Rqistro Sanitarin de
Alimentos. y basta el momento del planteamiento del contIicto. no
.. hablan dietado por el Estado recJamentaciones tknico-sanitarias
en relación con las actividades a que .. rclicre la norma impus­
nada: bornos. pastelería y elaboración de helados Y horcbatas.

El hecho. sm embat¡o, de que el Estado no hubi.... hecbo uso
de sus competencias en esta materia y. lIóIo existiera una norma que
genéricamente dispensa de inscripción en el Registro, sin que ..
hubie.. explicitado en relación con dicbas actividádes el contenido
del caIificativo «menores por su entidad» ·signado a los estabIeci­
mientos -explicitación que, como hemos scDaIado, ha de considc­
rano básica a efectos ~traIes-, no neva necesariamente a
concluir que las ~C1ones emanad.. de las Comunidades
Autónomas en el ejercicio de tu competencias, con el fin de
concretar los supuestos que quedan excluidos de la obIi¡ación de
inscripción en el Registro GencraI, invaden, por ello, las competen­
cias estatales.

Reiteradamente ha venido declarando esto Tribunal que la
noción de bases o de normas búicas ha de entenderse como noción
material y, en consecuencia, los principios o criterios básicos,
hayan sido o no formulados como tales. son los que racionalmente
.. deduoen de la Icsislación viscnte. A lo quetam~ ha alIadido
que. cuando no existan normas lq¡aIes posconstitucion las
bases pueden inferirsc do la lcaislación preconstitucional. inferencia
que pueden nevar a cabo las Comunidades Autónomas que decidan
cjcrccr su competencia do cIesarroIIo ICllisIativo sin esparsr a una
ley posconstitueional definidora de talesDues. Pues, como~
ha venido señalando esto Tn'bunal, la relación lótIica que existo
entro la Icgistación básica -competencia del Es1ado'- y la JePIación
emanada de la Comunidad Autónoma no es necesariamente una
relación cronológica; por ello. la promulpción de la norma estatal
definidora do las bases no siem~dcbc preceder a la promulpción
de la normativa de la Comunidad Autónoma, aunque. al utici­
parsc a aquélla, el ejercicio de la competencia autónómica adolezca
de una cierta provisionalidad, pendiente do que el Jesislodor
posconstitueional confirme o revoque las bases inferidas en que ..
ha apoyado el desarrono le¡islativo de la Comunidad.

5. El Gobierno valenciano considera que la Orden imllU&lllll1a.
al definir las caraetotlsticas que han de toncr ciertos estabfec:iiniel>.
tos pan¡ quedar exceptuados del re¡istro sanitarin ha RSpctado
escrupulosamente la escasa Icgistación básica del &tado en esta
materia: la Orden de 18 de qosto do 1975 Ylos Reales Decmns
2130/1974, de 20 de julio; 542/1976, do 5 de marzo, y 2419/1978,
<lF 19 de mayo. . .

Concretado el conilicto en estos tmninos, wnespondc a esto
Tribunal pronunciarse sobre la adecuación de las normas~
das a la mencionada legislación estatal, pues la dec1anIción de
nulidad de la Orden encUestión. que el~ del Estado solicita,
no deriva de una m.... presunta iIqa~ de la misma, en cuyo
caso la via procedente seria la contoncioso-administrativa, sino 'l.ue
tiene su fundamenso, en último tmnino, en razones compctencíll­
los. Lo QUe, en definitiva, .. cuestiona es la interpretación que de
lo básico ha realizado el Gobierno valenciano en ausencia do

. normas posconstitueiona1es; IV\!" ello, este Tribunal ha de examiMT
si de la Icgistación preconstÍÍÜcional estatal pueden inilrine las
bases que sirven do apoyo a la Orden dictada por la Con..netia
ValCtlCIllna. ya que, do no sor asI-y esta es la tesIS del Abopdo del
Es1ado'-, dicha Orden habrla invadido el ámbito compcteDcial del
Estado.

Por lo que .. refiere a las pastelerías artesanales. de lo
preceptuado en los arts. 2, 10 Y 12.d) del Real Decreto 2419/1978.
de 19 de mayo, que aprueba el Re¡lamento técnico-sanitario pan¡
la elaboración, filbricación, circulación y repostoria, cabe deducir.
como sostiene el Gobierno valenciano, que el supuesto contem·
piado en la norma en cuestión -«establecimientos que destinan sus
filbriea40s a la venta en su propio y único despacho anejo al
tanono- no aparece sujeto a inscnpción en el Registro Sanitario.

En cuanto a los helados, el Real Decmn 2130/1974. de 20 de
julio, por el que .. aprueba la Re¡lamentación pan¡ la elaboración•
emulación y comercio -o,2de los miamos, que .. hallaba vigente
en el momento de J?!OmuJaarso la Orden imllU&lllll1a. distinsUc en
su art. 2.' entro fábricantos y cIaborsdores dehelado, incluyendo en
el segundo srupo a aquellaS pctIOnas naturales o jurldicas que ..
dediquen a la~ón de esto prndueto, bien como comple­
mento de otra acIlvidad principal (hostelería. pastelería o seme­
jante). bien para venderlo en tu propin estabJecimiento. Do las
normas contenidas en dicho Decmn .. desprende que ambos
srupos están sujelcOS a autorización por parte de la Dirección
General de Sanidad, poro sólo RSpoc\O a loS filbricantos de belados
.. hace referencia a la obJisada inscripción en el Registro Sanitario.

En la medida, pues, en que la Orden impu¡nad.a excluyo
únicamente a los eIaboradoRS de helados, a los que define en los
mismos tmninos que el mencionado Decmn, no puede decirse que
no respete las bases establecidas en la Icgistación estatal.

El A.....·An del Estado pone de maniliestn que tal reglamenta­
ción ha~sustituida por la contenida en el Rcaf Decreto
670/1983. de 2 de marzo, cuya fecha coincide con la de la Orden
de la Conscllcria Valenciana, poro esta observación RSulta irreIe­
vante pan¡ valorar la Icsitimidad constitucional de la repetida
Orden, pues, dada la naturaleza del presente confliclO. dicha
Icsitimidad sóln pucdc enjuiciarse a la luz do las normas estatales
que por razones wmpetenciales debió RSpctar el Gobierno valen­
ciano en el momento de dictarla.

Por lo que a los hornos artesanales respecta, el supuesto
contemplado COrRSponde a las «industrias panaderas de <:aIáctcr
artesano» que ~n caracterizadas en el an. 5.' del Real
Decmn 542/1976, por el que .. re¡uIa la lilbricación, comcrcializa­
~ del pan, si bien .. extiende el carácter artesanal a los

. tos de tipo familiar en los3::como máXimo,
tRI trabl\iadoRS por cuenta~ A . de lo que ocurre
con las Re¡lamentaciones anteriormente sef\aJpda', el mencionado
Decmn. aun cuando .. refiere al CódigQ Alimentario y RcgIamen­
taciones que lo dcssrroJlan, no hace Rfcrencia alguna al Registro
Sanitario de Alimentos, por lo que cabe sostener -como hace el
Abopdo del Es1ado'- que de dicha norma no pueden deducirse las
excepciones a la inscripción en el Rc¡istro. En esto caso la
fundamentación habrla do encontrarse en las normas ~ficas
sobre Registro Sanitarin y, en concreto, en la Orden de ISdé-1SOsto
do 1975 :l: excluyo expresamente del~ seneral a los
estahIecim tos detallistaS. entre los que cabe incluir a los denomi­
nados hornos artesanales- Orden que no ha sido derogada expRSa­
mente~ Real Decmn 2825/1981. '1 que, en cuanto exclnyo a
los esta lecimientos detallistas del Re¡istro GencraI Sanitarin. no
resulta contrario a lo disDuesto en el mencionado Decmn, pues, si
bien el concepto de estaIilecimiento menor por su entidad es, como
scñaIa el Abosado del Estado. un concepto más amplio que el de
establecimiento detallista, cabe entender que esto último queda
comprendido en el primero.

F'malmente, es de deS1acar que los tRI srupos eximidos de la
inscripción en el Resistro General Sanitario do Alimentos posccn
en común la caracterlstica de tratanlC de pequeños establecimientos
que elaboran artesanalmente sus~ y los venden al por
menor en sus propios locales, _os al taller de elaboración. No
cabe duda, por lo tanto, de que los supuestos previstos en la Orden
impusna4a encajan dentro del concepto de _tablecimiento menor
por su entidad» -condición establecida en el Real Decreto
2825/1981, de 27 de noviembre, que ha do calificarse de búica- y,
en consecuencia, ha de concluirse que no .. ha excedido la
ClencraIidad Valenciana en el lli<o'cicio de la competencia de
dcssrronn Icsislativo de las SlOI'IIlafI búicas en su momento
viscntos, que su Estatuto de Aulonomla le atribuyo.

6. El Abopdo del Estado impu¡natam~ las dos disposicio­
nes transitorias contenidas en la repetida Orden, si bien centra sus
alcsaciones exclusivamente en la .....ada. que wnoede un plazo de
dieciocho m..... a contar desde tu publicación, pan¡ la incorpora­
ción de tndaslas industrias al RqiItto, II1IIlSCUnÍdo el cual ..
considerarán clandestinas. La impasnacíón .. basa en que, a su
juicio,. la fijación de un plazo JllU'Il la inscripci6n en el Registro
Sanitarin a cuyo vencimiento las industrial que no .. hayan
resiatrado ... wnsiderarán clandestinas, es do competencia del
Estado, y con este alcance ha do entenderse el an. 1.4 del Real
Decreto 2825/1981, lO8ÚO el cual <das resoluciones, inscripciones y
anotaciones a que .. refieren 101 púrab anseriores·dcbeIán
realizarse en el plazo máXimo do tRI meses, salvo que expresa­
mente .. requieran inspeociones, estudios o aúIisis Ql!C exijan una
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mayor duraciÓDlO, estableciendo, a su vez, el Dúm. 1.0 del mismo
articulo que sin e! requisito de la inscripcióD las industrias,
.stablecimientos e instaJacioDes se reputaráD elaDdeslinos.

El Gobierno vaJeDciaDo estima que dicho arL DO n 4irisidD a
los particulares, siDO a la Adlnü>istaci6D, y que se refiere a la
tramitaciÓD de la inscripción ... e! Re¡istIo una vez obtenida por
e! parl;iculaI la aulOrizal:íÓD previa COIresPODdi...te. Aaimismo
...tiende que la disposiciÓD lIaDsilOria seauDda de la Orden
im~ responde a UD supuesto disllDto al previsto ... el
repel1do arL 1.4, _ su opiDi6n, tieDe como fiDalidad la
COD<esi6D a loa estabIecimi lOa ya iDataIados de UD plazo extIaoI'-
diDario YlIaIIsilOrio para su iDoorporaciÓD al Redstro.

La diferente in~ÓD asignada por am.6as partes a las
DOrmas ........tiÓD obIip a precisar el a1amce laDto del arL 1.4 del '
m'Dcionado Real DecIelo como de la disposici6D lIaDsitoria
segunda de la Orden conlrOVerlida.

Por lo que al primero se refiere, la interPretaci6n sistemAtica de
dicho arL ... co=i6D coa el arL 2.0 DÚJDI. 3, 4 Y5 del mismo Real
Decreto, lI.n a CODChlir que el plazo de _ meses ... el lijado DO
afecta a los particuIaRs, l1DO a la AdministnlCi6D, iDcIuyeado, ...
su caso, laDto a la AdmiDislraci6D estatal COIDO • la autoD6mic:a,
por lo <J.ue DO cabe tampoco identificarlo con la dursci6D de la
tramilaaÓD del expec!ien1e ... el Re¡istIo GeneraJ Sanitario una vez
ob1eDida por el parliculaI la con.spoodieD1e autorizaci6D previa.

En este sentido, puede alinnane que, aunque su redaeci6D es
confusa, la disposici6n lIaDsitoria sesunda de la Orden responde al
supuesto contemplado ... el arL 1.4 del Real Decreto, pues lo que
más bien regula es la concesi6D de UD plazo exlnlon1inario y
lIaIIsilOrio para que loa establecimientos 'ya iDataIados Y no
inscritos puedan incorp<mlIlO al Reaisuo, delerminando que, una
vez transcuIrido ese PIaZ<?, ~ consiilerarán claodeslinOL

En la medida ... que dicho plazo, que afecta • loa~
no aparece reguJado ... la Jesislaci6.. estatal, carece de ieJevaDcia la
cuesti6n plan1eada por el Abopdo del Estado respecto • la
competencia estatal para lijar loa plazos mWmos de inscripci6o, Y
la aIllUJD...taci6D por 8 aducida no lÍ1'\'e de t\mdameIito • la
presUDta iDcoDSlitucioDalidad de la meDcionada disposici6D.

La norma, sin embal¡o, modilic:a la situaciÓD de Clandestinidad
de los establecimienlOa ya instaJados, pues -fmrte • lo que sostien.
e! Abopdo del Estado- tal situaciÓD DO vi.... anudada ... la
legislaci6n .statal al lIaIIscurso de UD plazo determiDado, siDO al
incum~...to del requisito de la inscripciÓD (arL J.J del Real

28076 Sala SegundQ; R""""", d. amparo mlm.", 7421198J,
Sentencia mI~ 11J11986, ik 6 de octIIhre.

La Sala Sqpmda del Tn1loDaJ Constiluc1~O compoesta por
doña Gloria Jlegué Cantón, Presidenta; don An Latorre Segura,
don Fernando Oan:Ia-Mon Y'GoIl2áIez-Reau doD Carlos de la
Vesa Benayas, don Jesús LeguiDa Villa Ydon Luis L6pez Guerra,
Magistrados, ha pronunciadó

EN NOMBRE DEL REY

la si¡uieDte

SENTENCIA

en .1 recurso de amparO nllm. 74211985, ptomOvido por e!
Procurador don Santos de Gandarillas Carmona, ... representaci6n
d' don Antonio Con Pros y don José Con CoIet, ~o la direcci6n
del Letrado don Ram6D Verda¡uer Y Pona, coatra la Sentencia del
luzsado de InSttueciÓD de Arenys de Mar de 20 de jUDiD de 1985.
En .1 recurso ha comparecido el Ministerio F"1SCaI Yha sido ponen1e
el Mqistrado don Luía L6pez Guerra, quien expresa e! parecer de
la SaJa. - ,

L ANTECEDENTES

l. Por medio de escrito presentado]l<Ír el Procurador do..
Santos de GaDadariIlas Carmona el dla 20 de julio de 1985, don
Antonio Con Pros y don José Con Cole! in1erpoDeD recurso de
amparo contra sentencia dictada poI e! Juzpdo de Insttueci6n de
Arenys de Mar. el 20 de jUDiD de 1985, ... rollo de apelaci6D nllm.
8W1985, por consideIlltla ... contIadil:ción con loa apartados 1.0 Y
2. del arL 24 de la ConstituciÓll EspaAoIa. Los demandantes
solicitan que se declare la DuIidad de la sentencia impusnada. con
suspensión de su ejecuci6n y que en su 11IF se dicte otra nueva,
en la~ se respeten loa derechoa coDSlitueinna1es violados, con
impoSlción de las costal a quien se opusiere. Por otrosí solicitan se
suspenda la .jecuci6n de la Senteneta que se implJllUL

2. La demanda se timdameDta en los si¡uien1eS hecJIos:
, ~aJuzsadode~deArenys~~ ... sen~ciade
29 de enero de 1985, decIar6 probado que el dla 2 de diciembre de

DecIelo). Y es en este sentido en el que la disposici6n lIaIIsitoria
en cuesti6n invade el ámbito competencial del Estado, pues las
Dlismas IlIZones que avalan el ClIIácter básico de la inscripción en
e! ReaistIo justilic:an la ex1ensiÓD de es1e caIácter a la detennina­
cióD ae las consecuencias derivadas del incumplimiento de dicho
requisíto, 1eDdeD1e a refonar la obli&alOriedad de la inscripción.

No puede decirse lo miamo de la disposici6n lIaIIsitoria primera
'"""l" ÍIIlIlU&JI8CiÓn, por otra parte, no aparece fundamentada ... e!
escnto de fOrmalización del- con.flicto,.: ya que se trata de una
norma que afecta excIusiYllmOn1e al funcionamiento de los ÓlJ8Dos
de la proPia Comunidad y se refiere, además, a loa establecimJenlO&
que quedan excluidos del Rq¡istIO GeneraJ Sanitario.

FALLO

En atenci6n • lOdo lo expuesto, el TribUDal Constitucional,
POR U. AUTORIDAD QUE J..E CONFIERE U. CONSTITU­
CION DE U. NAClON EllPANOLA,

Ha drcidido:

Primero.-Declarar que corresponde al Estado la titularidad de
la com~cia J>aIll determinar los establecimi.ntos exenlOS de la
oblipción de mscripción en e! Re¡isuo GeneraJ Sanitario de
AIim...tOL '

Se¡undo.-DecIantr que los articulos 1.0 y 2.0 y la disposici6n
transitoria primera de la Orden de 2 de marzo de 1983 de la
Conselleria de SaDidsd. Trabajo y Se¡uridad Social de la Gen.rali­
dad Valenciana son constitucionaünente le¡ilimos, en cuanto
desarrollaron la Dormativa bási<:a del Estado, por lo que no procede
decIarsr su nulidad.

Ten:ero.-DecIantr la Dulidad de la disposíci6n lIaDsitoria
seauDda de la mencionada Orden.

Públiquese esta Sentencia en e! «IIoIetin Oficial del Estado».

Madrid a treinta de sePtiembre de mil novecientos och.nta y
seis.-Fínnado: Francisa> Tomás y Valiente.-Gloria Besué Can­
tón.-Luis Diez-Picaza y Ponce de Le6n.-Anlonio Truyol
SemL-F.rnando Garcia-Mon j;.:::lnzáJez-ReaueraJ.-CarlOS de la
Vesa Benayas.-Eu¡enia Díu ' '.-MisueI RodriSUez-Piiiero y
Bravn-Ferrer.-Luía L6pez GuerIll.-Rubricados.,

1983, cuando don Antonia CoII Pros conducía un cami6n, propio­
dad de don losé Con Colet, por la autopista A-J7, fue alcanzado
por ouo c:aIniÓD orot>iedad de don EIiseo Garcia Bisquert, que era
conducido por dOn lesús,- lpacio Almjñana' 'quien al hacerlo de
forma' disttalda. no .fectu6 a tiempo e! adelantamiento que
pretendla, si.ndo e! primer c:aIni6n despedido contra la valla y
volcaodo en e! terraplén. En e! fallo de la referida sentencia se
condenó a don Jes~ Ignacio Almiñana, como autor de una falta del
arL 586.3.0 del~ Penal, a las penas de 5.000 pesetas de multa,
reprensión y privaetÓD del .permiso de conducir por un mes, así
como a indemnizar a don Joé CoU Colet, a don Antonio Coll Pros
Ya Autopistas Concesionarias por loa conceplOa y .n las cantidad,,!,
que se indican. '

b) Contra la citada sentencia se interPuso recurso de apelación
por los demandantes del amparo y por los señores Almjñana y
Garcia Bisquert, siendo lOdos ellos emplazados para conparecer
ante e! luzudo de Insttueci6n de Arenys de Mar .n e! ténuino
preceptivo éIe cioco días, a fin de mantener la apelaci6n, compare­
ciendo en plazo solamente los señores Con Pros Y Con eoJe! que,
pot lo tanto, quedaron cono l1uic:a parte apelante.

cl a J~ de Insttueci6D d. Arenys de Mar, ... su
Sentencia, m0dific6 los hechos declarados probados y conside­
rando que file don Antonio Con Pros qui... no observó toda la
prudencia Y dili¡encia exiaibles ... la conducci6n de vehlculos de
motor. le CODden6 COIDO autor de una falta prevista Ypenada .n .1
art. 600 del C6di&o Penal, a la peas de 5.000 pesetas de multa y a
jndemnjzlT al señor Garcfa Bisquert·y a «Autopistas Concesiona­
rias EspsiIolas>t, al mismo tiempo que declaró responsabl. civil
subsidiario a don José Con Cole!. ,

3. Losdemandanu:s estimaD que se bao vulnerado los den>­
chos timdam...taJes reconocidos ... el sr!. 24, apartados I y2. de
la ConstituciÓD. ya que fueron CODdeaados por una falta de la que
no bao venido siendo acusados, sin '.Iue, por tanto. fueran
informados de la existencia de esa acusací6n, vulnen1ndose, en la
sen~cia dictada en la apelación, el princi&:.~r in1erdieci6D de la
reformatlo ilf peius. Y causándoles inde 'n. Los recurrentes
aducen que' fueron los únicos que mantuvieroD el' recurso de
apelaci6n, por lo que sólo .lIos podían solicitar la revocación de la
sentencia de instancia Y formular nuevos pedimienlos, como asl
hicieron, por entender que aquélla no recosta la suma pedida por


